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Medellín, veintiocho (28) de octubre de dos mil veintidós (2022) 

 

Procede la suscrita Magistrada a resolver el recurso de apelación que, en 

subsidio del de reposición, interpuso la parte demandante contra el auto 

proferido por el Juzgado Diecinueve Civil del Circuito de Medellín el 12 de 

septiembre de 2022, que declaró terminado por desistimiento tácito el 

presente proceso. 

 

 



ANTECEDENTES 

La señora Carmen Rosario Rodríguez Danello, actuando por conducto de 

apoderada judicial, formuló demanda con pretensión ejecutiva contra la 

sociedad Tax Belén y CIA SCA en liquidación y Hernán Darío Rua Restrepo, 

con el fin de recaudar el saldo de las condenas que fueron impuestas en el 

proceso declarativo radicado 050013103004 2009 00185 00. Igualmente, 

solicitó el embargo y secuestro del establecimiento de comercio de propiedad 

de la sociedad demandada y oficiar a la CIFIN o TRANSUNION S.A. para 

obtener información de las cuentas, productos bancarios o financieros 

vigentes que posean los demandados.  

 

Mediante autos del 9 de junio de 2022 se dictó el mandamiento ejecutivo y 

se dispuso respecto a las medidas cautelares: «Previo a pronunciarse sobre 

el embargo y secuestro del establecimiento de comercio, solicitado por la 

parte interesada, se le requiere para que indique el número de matrícula del 

establecimiento que pretende embargar y la cámara de comercio donde se 

encuentra registrado. Igualmente se ordena oficiar a Transunion con el fin de 

que informe las cuentas o productos bancarios o financieros que posean los 

demandados Hernán Darío Rúa Restrepo identificado con la cédula 71590579 

y TAX BELEN Y CIA S. C. A. "EN LIQUIDACION" con nit 890902801-3...» 

 

El juzgado, en providencia del 27 de julio pasado, notificada el día 28 de los 

mismos mes y año, de conformidad con el artículo 317 del CGP, requirió a la 

parte actora para que procediera «con las cargas referentes a las medidas 

cautelares o en su defecto con la notificación de la parte pasiva, so pena de 

terminar el proceso por desistimiento tácito.». Y, en auto del 12 de septiembre 

del presente año, tras considerar que la parte actora no acató lo ordenado, ni 



desplegó ninguna actuación efectiva para la continuidad del proceso, lo 

terminó por desistimiento tácito.  

 

DE LA IMPUGNACIÓN 

Inconforme con lo decidido, el mandatario “suplente” de la parte actora, 

oportunamente interpuso recurso de reposición y, subsidiariamente, 

apelación, argumentando, en síntesis: 1. Que en orden a cumplir con los 

requerimientos del juzgado, y estimando que el término de 30 días que le fue 

concedido inició el 27 de julio de 2022, mediante correo electrónico dirigido 

al juzgado el 2 de agosto de 2022 se «realizó una petición especial al ver que 

no encontr[ó] la forma de como mirar dicho requerimiento, no lo encontraba 

en el micro sitio» (sic), solicitando «nuevamente los oficios de embargo y 

secuestro, dentro del proceso de la referencia de acuerdo con lo enunciado 

en estados del 19 de Julio del presente». 2. Que el 3 de agosto de 2022 se le 

remitió vía correo electrónico el link de acceso al expediente, pero debido a 

inconvenientes para acceder a este, el 4 de agosto indicó al juzgado, por el 

mismo medio, «que pena la molestia, me ayudan nuevamente que estoy 

intentando abrir la carpeta y no me deja». 3. Que el 12 de agosto de 2022 el 

Despacho de origen le compartió nuevamente el enlace para acceder al 

expediente y le informó: «si continúa presentando problemas para ingresar a 

la carpeta verifique el correo electrónico que tiene abierto en su explorador, 

dado que este debe coincidir con el correo electrónico al cual se está 

compartiendo el expediente». 4. Finalmente, anexó una imagen que da 

cuenta de un mensaje referente a la imposibilidad de abrir el expediente desde 

un correo electrónico que, se intuye, no coincide con el del destinatario del 

link. A la vez que manifestó no comprender por qué si solicitó «el oficio del 

requerimiento para dar cumplimiento, el despacho también se mostró 



negligente debido a que nunca [le] enviaron el oficio, solo se limitaron a 

dar[l]e un link del expediente, encontrando…todos y cada uno de los 

inconvenientes como ya se indicaron». Agregó que «lo único que encontr[ó] 

para solucionar el inconveniente fue remitir[s]e al despacho el día viernes 19 

de agosto del año 2022 para que [le] facilitaran el auto, situación que tampoco 

se dio, solo [le] facilitaron un cd y [le guardaron] el expediente en él. Por todo 

lo acontecido… se encuentra activo el requerimiento para poder dar 

cumplimiento a lo solicitado por el despacho.»  

 

En consecuencia, solicitó revocar la decisión cuestionada y continuar con el 

trámite del proceso. 

 

DECISIÓN DEL RECURSO HORIZONTAL 

El juzgado, mediante auto del 27 de septiembre de 2022, despachó 

negativamente el recurso de reposición y concedió la alzada luego de ofrecer, 

con apoyo jurisprudencial, algunas consideraciones concernientes a que no 

cualquier actuación tiene la vocación de interrumpir el término de treinta (30) 

días de que trata el artículo 317 del CGP. Aunado a ello expresó que las 

presuntas dificultades que tuvo la parte actora para acceder al expediente no 

la excusan de haber dado cumplimiento al requerimiento, en tanto podía 

consultar las actuaciones en la publicación de los estados electrónicos y, 

además, porque como se manifestó en el escrito contentivo del recurso, a la 

parte recurrente se le entregó un CD con copia del expediente. Añadió que 

en este proceso no se decretó ninguna medida cautelar, razón por la que se 

conminó a la ejecutante a efectuar «las cargas referentes a las medidas 

cautelares o en su defecto con la notificación de la parte pasiva y[a] que al 

no existir medidas pendientes de perfeccionamiento, debía proceder con la 



integración del contradictorio». Finalmente, explicó que estaban dados los 

presupuestos para declarar la terminación del proceso por desistimiento 

tácito, pues se impartió una orden perentoria con fundamento en el numeral 

1° del 317 del C.G.P y la actuación de la parte demandante no fue suficiente 

para interrumpir el término de treinta (30) días que le fue otorgado. 

 

CONSIDERACIONES PARA EL CASO CONCRETO 

Cabe advertir en primer lugar que conforme a la preceptiva del artículo 320 

del C.G.P. el recurso de apelación tiene por finalidad que el superior examine 

la decisión atacada «únicamente en relación con los reparos concretos 

formulados por el apelante», lo que luce en perfecta armonía con el artículo 

328 ibídem por cuyo mandato «El juez de segunda instancia deberá 

pronunciarse solamente sobre los argumentos expuestos por el 

apelante,…», norma que impide al superior ocuparse de razones que no 

fueron aducidas por el impugnante, máxime tratándose de apelación de autos 

toda vez que el trámite respectivo está reservado al juez autor del mismo, 

siendo este entonces quien corre traslado de la sustentación a la parte 

contraria, vencido lo cual remite el expediente al superior quien resolverá «de 

plano», es decir, sin ningún trámite adicional (art. 326 ib.), lo que explica y 

justifica la limitante por cuanto revocar o reformar la decisión con soporte en 

argumentos no esgrimidos por el recurrente, sería sorprender a la 

contraparte, quien obviamente no habría tenido oportunidad de conocerlos y 

pronunciarse al respecto. 

 

Traduce lo antedicho, que el juzgador de segundo grado, en este caso el 

tribunal, solo adquiere competencia para examinar los argumentos expuestos 



por el apelante para concluir si con base en los mismos es posible revocar o 

reformar la decisión atacada (art. 320 ib.). 

 

Con el anterior prolegómeno se aborda el caso concreto destacando que, en 

verdad, el único argumento que se deduce de lo expuesto por vía de 

impugnación, es el atinente a que el término de treinta (30) días conferido a 

la parte demandante para proceder «con las cargas referentes a las medidas 

cautelares o en su defecto con la notificación de la parte pasiva» se 

encontraba activo o se había interrumpido debido a las dificultades que 

aquella tuvo para acceder al expediente.  

 

Pues bien, visto el punto que sirve de basamento a la apelación, es preciso 

acotar que la Sala Civil de la H. Corte Suprema de Justicia ha explicado, de 

forma inalterada, que no cualquier actuación tiene la entidad de interrumpir 

los términos previstos en el artículo 317 del CGP. Sobre el particular reiteró el 

Alto Tribunal1: 

 

[E]sta Sala estableció la aplicación del canon normativo en cita, 

determinando que sólo las actuaciones relevantes en el proceso 

pueden dar lugar la «interrupción» de los lapsos previstos en el mismo. 

Justamente, en la sentencia STC11191 de 9 de diciembre de 2020, para 

unificar las reglas jurisprudenciales de interpretación de la referida 

norma, sobre los procesos ejecutivos, se señaló:  

 

«[D]ado que el desistimiento tácito consagrado en el artículo 317 

del Código General del Proceso, busca solucionar la parálisis de 

                                                 
1 Cfr. STC1216-2022. 



los procesos para el adecuado funcionamiento de la 

administración de justicia, la «actuación» que conforme al literal 

c) de dicho precepto «interrumpe» los términos para [que] se 

«decrete su terminación anticipada», es aquella que lo 

conduzca a «definir la controversia» o a poner en marcha 

los «procedimientos» necesarios para la satisfacción de 

las prerrogativas que a través de ella se pretenden hacer 

valer”. “En suma, la «actuación» debe ser apta y 

apropiada y para «impulsar el proceso» hacia su 

finalidad, por lo que, «[s]imples solicitudes de copias o 

sin propósitos serios de solución de la controversia, 

derechos de petición intrascendentes o inanes frente al 

petitum o causa petendi» carecen de esos efectos, ya 

que, en principio, no lo «ponen en marcha» (STC4021-

2020, reiterada en STC9945-2020)”. 

(negrita fuera de texto) 

 

El antelado apartado jurisprudencial, en contraste con este asunto, conduce 

indefectiblemente a determinar que el desacierto atribuido a la decisión 

censurada carece de asidero, por las razones que se exponen a continuación:  

 

En este procedimiento no se decretaron medidas cautelares y, en cuanto a 

ello interesa, únicamente mediante auto del 9 de junio de 2022 el juzgado 

resolvió requerir a la parte demandante para que informara «el número de 

matrícula del establecimiento que pretende embargar y la cámara de comercio 

donde se encuentra registrado». Y, a su vez, ordenó «oficiar a Transunion 

con el fin de que inform[ara] las cuentas o productos bancarios o financieros 



que posean los demandados Hernán Darío Rúa Restrepo identificado con la 

cédula 71590579 y TAX BELEN Y CIA S. C. A. "EN LIQUIDACION" con nit 

890902801-3.». Nótese, con miras a lo actuado en este trámite, que sobre 

estos requerimientos la parte actora guardó silencio, al tiempo que no dedujo 

ningún pronunciamiento una vez se puso en conocimiento la información 

proveniente de Transunion, en auto del 9 de agosto de 2022. Siendo así, al 

no existir cautelas pendientes de consumación, el requerimiento previo a la 

terminación del proceso por desistimiento tácito se fundó en la realización de 

dos actuaciones. La primera de ellas tendiente al cumplimiento de las cargas 

referentes a las medidas cautelares que, para el caso, solo concernía a que la 

parte demandante indicara el «número de matrícula del establecimiento que 

pretende embargar y la cámara de comercio donde se encuentra registrado», 

en tanto los oficios dirigidos a Trasunión ya habían sido remitidos por el 

juzgado (archivo 02 cuaderno de medidas cautelares). La segunda, al parecer 

subsidiaria de la primera, se perfiló a que se procediera con la notificación del 

mandamiento de pago a la parte convocada por pasiva.  

 

Bajo ese contexto, es claro que las únicas actuaciones con la capacidad de 

interrumpir el término inmanente al requerimiento prenotado, serían aquellas 

destinadas a identificar el establecimiento de comercio o a notificar a la parte 

demandada el auto de apremio. Empero, frente a la materialización de las 

anteriores posibilidades procesales ninguna realizó la conminada. 

 

Así pues, las hipotéticas contingencias para acceder al expediente no pasan 

de estar vinculadas a hechos que, a juicio de la suscrita, son indicativos de la 

incuria de quien actúa en representación de la parte actora, que no tienen la 

virtualidad de edificar la interrupción pretendida. Obsérvese: (I) La 



notificación por estado electrónico del requerimiento por desistimiento tácito 

data del 28 de julio de 20222, decisión que reposa desde su notificación en la 

página web de la Rama Judicial, micro sitio del Juzgado Diecinueve Civil del 

Circuito de Medellín. (II) El 3 de agosto de 2022, día siguiente a la solicitud 

de acceso al expediente, el despacho de origen compartió el link respectivo. 

Asimismo, ante nueva petición de la abogada actuante, lo remitió el 12 de 

agosto de 2022, pero la parte demandante solo intentó usarlo el día 18 de los 

mentados mes y año. Seguidamente, parece ser que utilizó un correo 

electrónico distinto al del destinario del link del expediente y por ende no le 

fue posible ingresar al mismo. (III) El 19 de agosto de 2022, se dirigió a las 

instalaciones del Juzgado y en un CD obtuvo copia del expediente, como lo 

acepta en su interpelación. No obstante, hasta antes del 12 de septiembre de 

2022 –fecha en que de forma anormal se puso fin al proceso- no había 

cumplido con ninguna de las cargas ya anotadas, habiéndose agotado ya el 

término para ello, desde el día 9 del mismo mes. (IV) Si en el trámite no 

había oficios pendientes de entregar a la parte demandante, la petición que 

esta elevó en ese sentido resultaba intrascendente. 

 

En definitiva, las circunstancias que vienen de enunciarse no permiten inferir 

que la ejecutante haya desplegado acciones destinadas al decreto de medidas 

cautelares o a la integración del contradictorio, únicas con vocación de ser 

aptas y apropiadas para impulsar el proceso hacia su finalidad, de ahí que se 

descarte que las peticiones relacionadas con la entrega de oficios o el acceso 

al expediente hayan logrado interrumpir el término de treinta días (30) días 

que, para proceder de conformidad, le fue conferido en proveído del 27 de 

julio de 2022. 

                                                 
2Cfr.https://www.ramajudicial.gov.co/documents/36163777/116501764/2022+157+requiere+dt.pdf

/237f6c08-32f9-4be2-9edd-c212d06cecf6 



  

Por lo expuesto la suscrita magistrada 

 

RESUELVE 

 

PRIMERO. CONFIRMAR el auto de fecha y procedencia indicadas. 

 

SEGUNDO. Sin imposición de costas por no aparecer causadas. 

 

NOTIFIQUESE 

 

 

PIEDAD CECILIA VELEZ GAVIRIA 

MAGISTRADA 
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